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Expediente Tribunal Administrativo del Deporte núm. 89/2024 cautelar TAD 

 

 

En Madrid, a 11 de abril de 2024, se reúne el Tribunal Administrativo del 

Deporte para para conocer y resolver la solicitud de suspensión cautelar del acto de 

convocatoria para las elecciones a la presidencia de la Real Federación Española de 

Fútbol, formulada por D. Francisco Javier González Calvo, en el recurso presentado 

contra la resolución de la Comisión Gestora de la REFF de 3 de abril de 2024 por la 

que se convoca elecciones a presidente de la RFEF. 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

ÚNICO. Con fecha de 11 de abril de 2024, se ha recibido en este Tribunal 

Administrativo del Deporte el recurso interpuesto por D. Francisco Javier González 

Calvo, contra la resolución de la Comisión Gestora de la REFF de 3 de abril de 2024 

por la que se convoca elecciones a presidente de la RFEF. 

En el recurso recibido en este órgano de revisión, el recurrente, tras exponer 

cuanto tiene por conveniente en defensa de su derecho, solicita: 

«la suspensión cautelar del proceso electoral para la elección a presidencia de 

la RFEF hasta que se dicte resolución por el TAD, con interrupción inmediata de 

todas aquellas actuaciones, hitos y plazos previstos en el acto de convocatoria, en 

virtud de lo dispuesto por el artículo 117.2 de la LPACAP, ya que la impugnación se 

fundamenta en una de las causas contenidas en el artículo 47.1 de la propia ley».   

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO. El Tribunal Administrativo del Deporte es competente para 

conocer este recurso con arreglo a lo establecido en el artículo 120.c) de la Ley 

39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, en concordancia con lo previsto en el 

artículo 1.1.c) del del Real Decreto 53/2014, de 31 de enero, por el que se desarrolla la 

composición, organización y funciones del Tribunal Administrativo del Deporte y en 

el artículo 21 de la Orden EFD/42/2024, de 25 de enero, por la que se regulan los 

procesos electorales en las federaciones deportivas españolas. 

 

SEGUNDO. El recurrente está legitimado activamente para plantear este 

recurso, por ser titular de derechos e intereses legítimos afectados por ella, en los 

términos exigidos por el artículo 23.1 de la Orden EFD/42/2024, de 25 de enero, por la 

que se regulan los procesos electorales en las federaciones deportivas españolas. 
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TERCERO. Los procedimientos tramitados por el TAD en ejercicio de su 

función referida a velar por el ajuste a derecho de los procesos electorales en los 

órganos de gobierno de las federaciones deportivas españolas se regulan por la Orden 

EFD/42/2024, de 25 de enero, y, supletoriamente, por lo establecido en la legislación 

estatal sobre procedimiento administrativo, esto es, por la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, de Procedimiento Administrativo Común, tal y como resulta del art. 120.3 in 

fine de la Ley 39/2022, del art. 26 de la Orden EFD/42/2024, de 25 de enero y del 

artículo 3.6 del RD 53/2014. 

 

CUARTO. Las medidas provisionales vienen reguladas, con carácter general 

para el procedimiento administrativo, por el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

Asimismo, que establece: 

“1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para 

resolver, podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte y de forma motivada, las 

medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la 

resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, 

de acuerdo con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad. 

[…] 

4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio 

de difícil o imposible reparación a los interesados o que impliquen violación de 

derechos amparados por las leyes». 

 

QUINTO. Para resolver acerca de la medida cautelar solicitada es necesario 

partir de dos presupuestos. El primero de ellos se sustancia en el reconocimiento de 

que la tutela cautelar forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva, pues, como 

señala el Tribunal Supremo en su Auto de 12 de julio de 2000, la adopción de medidas 

cautelares durante la sustanciación del proceso o recurso contencioso-administrativo, 

forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva que reconoce el artículo 24.1 CE. 

En este precepto tiene su engarce y dimensión constitucional la llamada justicia 

cautelar, porque la potestad jurisdiccional no se agota en la declaración del derecho, 

sino que se consuma en la consecución del derecho declarado, lo que presupone la 

facultad de adoptar las medidas o garantías precisas a fin de preservar la eficacia de lo 

resuelto. 

El segundo de estos presupuestos de lo que debemos partir, es que la concesión 

o denegación de la medida cautelar exige una ponderación suficiente de los intereses 

en conflicto (STS de 7 de junio de 2005). Es doctrina jurisprudencial consolidada que 

esa ponderación de intereses debe efectuarse a la vista de los perjuicios causados por 

la ejecutividad del acto, perjuicios estos que han de ser acreditados y de difícil o 

imposible reparación. Cierto es que ese examen tiene carácter preliminar y no puede 

en modo alguno prejuzgar el resultado del recurso, pero sí ha de ser suficiente para 

fundar una resolución razonable. 

http://www.csd.gob.es/
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A ello cabe añadir que para la concesión de una medida cautelar es preciso 

justificar mínimamente la concurrencia de la apariencia de buen derecho (fumus boni 

iuris). La entidad de la apariencia debe ser ponderada circunstanciadamente, de 

manera que sólo cuando la presunción de legalidad del acto administrativo impugnado 

se vea destruida prima facie por aquella apariencia puede entenderse que queda 

excluido el fundamento de la ejecutividad y, por ende, plenamente justificada la 

suspensión.  

De todo ello se ha hecho eco igualmente la regulación. En concreto, el artículo 

117.2 de la Ley 39/2015 (y con carácter especial para la disciplina deportiva, por el 

artículo 41 del Real Decreto 1591/1992, de 23 de diciembre, sobre Disciplina 

Deportiva, a título meramente ejemplificativo, pues resulta obvio que no nos 

encontramos en dicho ámbito,) establece las circunstancias que deben concurrir para 

poder suspender la resolución recurrida previa ponderación, suficientemente razonada, 

entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el 

ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto 

recurrido. Tales circunstancias son: (i) que la ejecución pudiera causar perjuicios de 

imposible o difícil reparación; (ii) que la impugnación se fundamente en alguna de las 

causas de nulidad de pleno derecho previstas en el artículo 47.1 de la propia Ley 

39/2015. 

En suma, es doctrina jurisprudencial consolidada que esa ponderación de 

intereses debe efectuarse a la vista de los perjuicios causados por la ejecutividad del 

acto, perjuicios estos que han de ser acreditados y de difícil o imposible reparación. 

Cierto es que ese examen tiene carácter preliminar y no puede en modo alguno 

prejuzgar el resultado del recurso, pero sí ha de ser suficiente para fundar una 

resolución razonable. 

 

SEXTO. Así las cosas, siguiendo una consolidada línea jurisprudencial, ha de 

decirse que el periculum in mora constituye el primer criterio a considerar para la 

adopción de la medida cautelar. 

En orden a justificar que la ejecución inmediata del acuerdo federativo 

impugnado pudiera causarle perjuicios de imposible o difícil reparación, alega el Sr. 

González Calvo lo siguiente: 

«En el caso de que se produjera una estimación de la pretensión articulada, es 

altamente probable que para el momento en que se dictase la oportuna resolución, el 

proceso electoral hubiera avanzado hasta, incluso, su conclusión, con la 

proclamación de un nuevo presidente de la RFEF, que posteriormente sería revocada 

y retrotraído todo el proceso hasta un momento previo a la convocatoria electoral. 

Es decir, todos los recursos económicos y organizativos empleados en la 

celebración de un proceso electoral como el que nos ocupa, habría sido utilizados en 

balde. 

Igualmente, todos los candidatos y personas que hubieran participado de este 

procedimiento electoral quedarían gravemente dañados, puesto que con su 

http://www.csd.gob.es/
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intervención habrían validado una actuación ilegal, razón precisamente por la cual 

esta candidatura está impugnando la convocatoria en lugar de concurrir a los 

comicios. 

Por último, el daño reputacional de una nueva anulación de un proceso 

electoral para tener que comenzar desde “antes de cero” -pues recordemos que 

previo a las elecciones a presidente habría que dar cumplimiento a la D.A. Única del 

Reglamento y convocar elecciones parciales a la Asamblea- sería especialmente grave 

dada la ya de por sí delicada situación de inestabilidad que atraviesa una institución 

de la entidad de la RFEF. 

Por tanto, en aras de amparar el interés general, así como el de la propia 

institución afectada - RFEF- y el de los candidatos a presidente que aspiran a 

dirigirla, resulta necesario suspender la convocatoria de elecciones a la presidencia, 

ya que la declaración de nulidad de un proceso electoral en estado avanzado o, 

incluso, concluido, generaría una serie perjuicios objetivos de carácter reputacional y 

económico de imposible reparación». 

No obstante lo alegado por Sr. González Calvo, este Tribunal considera que no 

concurre en el presente caso perjuicio irreparable alguno, puesto que en caso de 

apreciarse los motivos de fondo y anularse el acuerdo de convocatoria de elecciones, 

el recurrente podría presentar su candidatura en una eventual nueva convocatoria de 

elecciones. 

Respecto al perjuicio reputacional que esgrime el Sr. González Calvo, no 

concurre tal, pues la argumentación de que los candidatos que concurran en el presente 

procedimiento electoral estarían validando implícitamente con su participación una 

actuación ilegal no es tal, ya que precisamente el presente recurso constituye una 

muestra de su disconformidad con la presente convocatoria electoral, lo cual no resulta 

en absoluto incompatible con su intención de presentar su candidatura. 

En cuanto al daño económico que una eventual revocación del proceso 

electoral hasta el momento previo a la convocatoria electoral, se trataría de un 

perjuicio reparable a través de la preceptiva vía indemnizatoria, en caso de que se 

apreciase tal responsabilidad por parte de la Comisión Gestora, como causante de la 

nulidad del procedimiento. 

Así, en la medida en que no se aprecian por este Tribunal perjuicios o 

situaciones en lo que concurriese la nota de irreversibilidad o irreparabilidad, debe 

entenderse que no concurre el requisito del periculum in mora. Debe recordarse que, la 

no justificación concreta de los perjuicios que pudiera causar la inmediata ejecución de 

la resolución resulta contrario al criterio jurisprudencial asentado sobre este particular.  

En este sentido, es reiterada jurisprudencia, (entre otros muchos casos, Auto 

del Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997) la que señala que el llamado periculum 

in mora concurre cuando la inmediata ejecución del acto impugnado haría perder su 

finalidad y sentido al recurso, por consolidar una situación fáctica irreparable o por 

ocasionar perjuicios de muy difícil enmienda, como se ha dicho. De tal manera que 

este requisito ha de ser invocado y probado por la parte recurrente que pretende la 

http://www.csd.gob.es/
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paralización de dichas actividades, no bastando meras alegaciones o simples indicios, 

sino que es necesaria una prueba cumplida de los daños y perjuicios invocados (Auto 

del Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997).  

En aplicación de dicha doctrina, únicamente podrá acordarse la adopción de la 

medida cautelar de suspensión de la resolución si el recurrente justifica los 

presupuestos legales habilitantes para ello, cuestión que no se cumple en el presente 

supuesto en lo que respecta al requisito de la justificación del periculum in mora. 

En consecuencia, y en aplicación del criterio mantenido por este Tribunal en 

supuestos similares (por todas, ver las recientes Resoluciones 30/2021, 251/2021, 

65/2023, 66/2023 y 80/2024 TAD), las alegaciones referentes al periculum in mora 

deben ser desestimadas en cuanto no justifica la existencia de perjuicios irreparables o 

de difícil reparación. 

 

SÉPTIMO. Si bien, siguiendo una consolidada línea jurisprudencial ha de 

decirse que el periculum in mora constituye el primer criterio a considerar para la 

adopción de la medida cautelar, también es cierto que en modo alguno es el único, 

“(…) ya que debe adoptarse ponderando las circunstancias del caso, según la 

justificación ofrecida en el momento de solicitar la medida cautelar, en relación con 

los distintos criterios que deben ser tomados en consideración (…) y teniendo en 

cuenta la finalidad de la medida cautelar y su fundamento constitucional” (STS de 24 

de marzo de 2017).  

Esto nos lleva al examen de la concurrencia de una apariencia de buen derecho 

(fumus boni iuris) que pudiera justificar la adopción de la medida cautelar solicitada. 

En este ámbito, a los efectos de la prosperidad de su pretensión cautelar, 

expone el Sr. González Calvo lo siguiente: 

«El segundo criterio que ha de justificar la oportunidad de la medida cautelar 

es la concurrencia de apariencia de buen derecho o “fumus boni iuris”. Para 

acreditar la apariencia de buen derecho, hacemos alusión a la reiterada doctrina del 

Tribunal Supremo, como por ejemplo, la Sentencia de 24 de marzo de 2017, 

Fundamento Jurídico 4º que ya ha sido mencionada en la propia resolución del TAD 

núm. 80/2024 de 5 de abril de 2024. 

En este sentido, basamos nuestra fundamentación en el precedente sentado en 

el año 2018, por  ese mismo Tribunal al que tenemos el honor de dirigirnos, en su 

resolución de 28 de enero de  2018 expedientes del Tribunal Administrativo del 

Deporte números 367, 368, 369, 370, 371, 372  y 377/2017, FJ Décimo, que 

declararon que la pérdida de la condición de asambleísta se produce  en el momento 

de haber dejado de pertenecer a la RFEF por no ostentar la licencia federativa, tal  y 

como ocurre en el supuesto denunciado. 

La consecuencia lógica de la pérdida de condición de asambleísta es su 

inaptitud para ser incluidos en el censo, y en aplicación de la norma aplicable, su 

sustitución mediante la celebración de elecciones parciales a la Asamblea. 

http://www.csd.gob.es/
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Cosa que no se ha producido, y por tanto, la convocatoria electoral 

impugnada, con la composición de la Asamblea que la misma convocatoria recoge, 

contraviene directamente la doctrina asentada por el TAD en la resolución invocada. 

Con ello se acredita la apariencia de buen derecho mediante la «presencia de 

una “fuerte  presunción” o “manifiesta fundamentación” de ilegalidad de la actividad 

frente a la que se  solicita la medida cautelar, se concede ésta analizando sólo el 

aspecto del “fumus boni iuris”,  sin entrar en el examen de un perjuicio grave 

irreparable» (SSTS de 7 de abril, 10 de junio y 24 de noviembre de 2004; y de 19 de 

octubre de 2005), según se desprende de la resolución del TAD  núm. 80/2024 de 5 de 

abril de 2024.» 

La argumentación esgrimida por el recurrente constituye una remisión a los 

argumentos que fundamentan la causa de pedir del actor en su recurso, y, por tanto, el 

pronunciamiento sobre los mismos supondría tanto como pronunciarse sobre el fondo 

del mismo. 

Esta circunstancia por sí sola es, a juicio de este Tribunal Administrativo del 

Deporte, suficiente para que se entienda incumplido el requisito del fumus boni iuris. 

Aun así, debe recordarse aquí que la jurisprudencia del Tribunal Supremo: 

“(…) admite el criterio de apariencia de buen derecho, entre otros, en 

supuestos de nulidad de pleno derecho, siempre que sea manifiesta; de actos dictados 

en cumplimiento o ejecución de una disposición general declarada nula; de existencia 

de una sentencia que anula el acto en una anterior instancia aunque no sea firme; de 

existencia de un criterio reiterado de la jurisprudencia frente al que la Administración 

opone una resistencia contumaz o, de modo muy excepcional, de prosperabilidad 

ostensible de la demanda. (…) En efecto, nuestra jurisprudencia advierte (…) que “la 

doctrina de la apariencia de buen derecho, tan difundida, cuan necesitada de 

prudente aplicación, debe ser tenida en cuenta al solicitarse la nulidad de un acto 

dictado en cumplimiento o ejecución de una norma o disposición general, declarada 

previamente nula de pleno derecho o bien cuando se impugna un acto idéntico a otro 

que ya fue anulado jurisdiccionalmente, pero no al predicarse la nulidad de un acto, 

en virtud de causas que han de ser, por primera vez, objeto de valoración y decisión 

en el proceso principal, pues de lo contrario se prejuzgaría la cuestión de fondo, de 

manera que por amparar el derecho a una efectiva tutela judicial se vulneraría otro 

derecho, también fundamental y recogido en el propio artículo 24 de la Constitución, 

cual es el derecho al proceso con las garantías debidas de contradicción y prueba, 

porque el incidente de suspensión no es trámite idóneo para decidir la cuestión objeto 

del pleito”. 

En definitiva, no es la pieza de suspensión el lugar indicado para enjuiciar de 

manera definitiva la legalidad de la actuación administrativa impugnada. Ahora bien, 

la doctrina de que se trata permite valorar la existencia del derecho con carácter 

provisional, dentro del limitado ámbito que incumbe a los incidentes de esta 

naturaleza, y sin prejuzgar lo que en su día declare la sentencia definitiva, a los meros 

fines de la tutela cautelar. 

http://www.csd.gob.es/
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Y es que existen supuestos singulares en los que la apariencia de buen 

derecho, dentro de los límites en que cabe realizar en la pieza de medidas cautelares, 

se impone con tal intensidad que si con carácter general la pérdida de la finalidad 

legítima del recurso es el elemento central de la decisión cautelar, debe ponderarse el 

posible resultado del asunto principal y el desvalor que representa desde el punto de 

vista de la tutela judicial efectiva la ejecución del acto administrativo impugnado» 

(STS de 24 de marzo de 2017, FD.4). 

Lo que viene a confirmar el criterio jurisprudencial reiterado de que sólo en 

«presencia de una “fuerte presunción” o “manifiesta fundamentación” de ilegalidad 

de la actividad frente a la que se solicita la medida cautelar, se concede ésta 

analizando sólo el aspecto del “fumus boni iuris”, sin entrar en el examen de un 

perjuicio grave irreparable» (SSTS de 7 de abril, 10 de junio y 24 de noviembre de 

2004; y de 19 de octubre de 2005). 

En fin, de acuerdo con lo expuesto resulta palmario que no concurre ninguno 

de los supuestos que el Alto Tribunal ha enumerado como constitutivos de la 

apariencia de buen derecho, toda vez que la nulidad que se invoca va a ser, por 

primera vez, objeto de valoración y decisión en el proceso principal, no es manifiesta 

ni ostensible, y que su apreciación exigiría un análisis del fondo de la cuestión.  

Por ello, no puede apreciarse dicha nulidad sin que se prejuzgue el sentido de 

la resolución que en su momento se dicte, y partiendo de que estamos en el ámbito 

cautelar, debe recordarse que está vedado ahora entrar conocer sobre el fondo del 

asunto, constituido por las diversas perspectivas subjetivas que defiende el recurrente 

en su disconformidad frente al acto recurrido y de ahí que no se vayan a resolver 

dentro de esta pieza de suspensión. En este sentido resoluciones 10/2022, 173/2023 o 

179/2023 del TAD, entre otras muchas. 

Así pues, teniendo por atendidas las circunstancias que deben valorarse en este 

tipo de solicitudes de medidas cautelares, este Tribunal considera que no procede 

estimar la solicitud de suspensión cautelar.  

 

En su virtud, este Tribunal Administrativo del Deporte  

 

ACUERDA 

 

DENEGAR la solicitud de suspensión cautelar del acto de convocatoria para 

las elecciones a la presidencia de la Real Federación Española de Fútbol, formulada 

por D. Francisco Javier González Calvo, en el recurso presentado contra la resolución 

de la Comisión Gestora de la REFF de 3 de abril de 2024 por la que se convoca 

elecciones a presidente de la RFEF. 

 

 

http://www.csd.gob.es/
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La presente resolución es definitiva en vía administrativa, y contra la misma 

podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado Central de lo 

Contencioso-Administrativo, con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde su 

notificación.  

 

 

 

EL PRESIDENTE      EL SECRETARIO  

                

http://www.csd.gob.es/

